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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia:

Sentencia de 17 de enero de 2018  

Radicación Nro. :
66001-31-05-004-2018-00570-01

Accionante:

Joaquín Emilio Bermúdez Velásquez

Accionados:

Colpensiones.

Proceso:

Acción de Tutela 

Juzgado de Origen:
Juzgado Cuarto Laboral de Circuito

Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / IMPUGNACIÓN DICTAMEN CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ / IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD.
De manera reiterada se ha pronunciado la Corte Constitucional sobre la improcedencia de la acción de tutela para controvertir dictámenes de calificación de invalidez, pues estima que éstas deben ser resueltas por la jurisdicción laboral, a través de los mecanismos dispuestos por el legislador para tal fin.  

Igual posición comparte la Sala de Casación Laboral, al señalar en la STL3724 de 2014 que:

“(…) una de las principales características de este dispositivo constitucional es su residualidad, que lo convierte en la última herramienta de la que pueda hacer uso la persona para proteger los derechos que cree desconocidos,  presupuesto que aquí no se encuentra satisfecho

En efecto, el señor… fue calificado por la Junta Regional y Nacional de Calificación de Invalidez, sin embargo no está de acuerdo con el porcentaje.

Situación, que con independencia de lo anterior, frente a la decisión tomada, el accionante bien ha podido hacer uso del proceso ordinario correspondiente, hecho que no puede ser pasado por alto en este escenario.

En esas condiciones, no es posible dispensar la protección rogada, pues desde la óptica de los derechos Superiores, no se vulnera derecho alguno, máxime que el accionante, ha omitió adelantar el trámite judicial correspondiente para atacar la decisión que aquí critica”.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, diecisiete de enero de dos mil diecinueve
Acta N° 0         de 17 de enero de 2019
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a decir la impugnación formulada por el señor JOAQUIN EMILIO BERMUDEZ VELÁSQUEZ contra la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira el día 20 de noviembre de 2018, dentro de la acción de tutela iniciado por él contra las JUNTAS REGIONAL Y NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ, la ARL BÓLIVAR y el MINISTERIO DE TRABAJO.
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Indica el señor Joaquín Emilio Bermúdez Velásquez que labora al servicio de Induaseo desde el 4 de mayo de 2015; que el día 5 de junio de 2015 sufrió un accidente laboral presentando una lesión a nivel de rodilla diagnosticada como gonartrosis postraumática, la cual viene siendo atendida por la ARL Bolívar; que tal patología fue calificada por la Junta Regional de Calificación de Invalidez con 35% de pérdida de capacidad laboral de origen laboral, decisión que fue recurrida por la ARL ante la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, entidad que varió el origen de la invalidez a común.

Refiere que el fundamento de esa decisión descansa en los hallazgos médicos extraídos de su historia clínica, relacionados con nota de fecha 25 de diciembre de 2013, en la que se hace referencia la cirugía de meniscos de rodilla derecha que le fue realizada con anterioridad, cuando dicha procedimiento no le ha sido realizado tal como lo certifica la ESE Salud Pereira, entidad a la que hace referencia la nota.

Cuenta que antes del accidente laboral su articulación era completamente funcional, por lo tanto la artrosis que padece es derivada del siniestro, tal como lo dictaminó la Junta Regional de Calificación de Invalidez.

Por lo expuesto, considera que la decisión de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez vulnera sus derechos fundamentales a la vida y a la salud, por lo que solicita su protección y como consecuencia se ordene a esa entidad y a la ARL Bolívar procedan con la revisión y aclaración del dictamen para que se determine que las patología que le fueron calificadas son de origen laboral.

TRÁMITE IMPARTIDO

La acción correspondió por reparto al Juzgado Cuarto Laboral del Circuito, el cual, luego de admitirla corrió traslado a la Junta Nacional de Calificación de Invalidez y a la ARL Bolívar por dos días, para que ejerciera su derecho de defensa, término que transcurrió en silencio.  Asi mismo ordenó la vinculación del Ministerio de Trabajo y de la Junta Regional de Calificación de Invalidez.
La Junta Regional de Calificación de Invalidez se pronunció oportunamente sobre cada uno de los hechos, admitiendo los relacionados con el dictamen rendido por esa entidad en este asunto; los demás indicó que no eran ciertos o no le constaban.  Frente a la vulneración que alega el accionante señaló que no es la entidad llamada a restablecer los derechos que se identifican como vulnerados.
Seguros Bolívar adujo en su defensa que en efecto, en virtud al accidente de trabajo al que se hace alusión en los hechos de la acción, esa entidad procedió a calificar la contingencia a través del grupo Interdisciplinario de Calificación de Invalidez, dictaminando un pérdida de capacidad laboral –PCL- de 14.3%, precisando además que el “Trastorno interno de rodilla derecha no especificado” no es derivado del accidente de trabajo, decisión que fue recurrida por el trabajador ante la Junta Regional de Calificación de Invalidez, entidad que determinó una PCL del 35%, de origen laboral.

Informa que una vez se remitió el caso ante la Junta Nacional de Calificación de Invalidez –JNCI-, ésta entidad determinó que los diagnósticos de “GONARTROSIS TRICOMPARTIMENTAL DE RODILLA DERECHA Y ARTROSIS DE CADERA” no se originaron en el accidente de trabajo ocurrido el 4 de junio de 2015. 

Precisa que lo pretendido por el actor escapa de su competencia pues solo la JNCI puede aclarar y corregir su dictamen en los términos del artículo 42 de la Ley 1352 de 2013, ante la solicitud de parte o de oficio y, como quiera que el actor no elevó petición en ese sentido, improcedente resulta la acción constitucional para cuestionar el dictamen, correspondiendo entonces iniciar la acción laboral, para controvertir el mismo, tal como lo dispone el artículo 2º de la misma normatividad.
Finalmente señala que no evidencia la afectación de los derechos fundamentales que se reprochan vulnerados, por lo que se debe negar la protección pretendida.
El Ministerio de Trabajo a su turno alegó que no es la entidad llamada responder por la supuesta afectación de las garantías constitucionales del actor, lo que implica entonces que debe declararse la falta de legitimación en la causa por pasiva en torno a esa entidad, ordenando su desvinculación, pues no se encuentra dentro de sus funciones la calificación de la PCL de los trabajadores y demás usuarios del sistema de Seguridad Social en Salud y Riegos Laborales.

Sostiene esa Cartera que lo pretendido por el actor debe ser puesto a consideración del juez ordinario, pues no se evidencia mérito para que al asunto sea conocido por jurisdicción constitucional.
Llegado el día de fallo, el Juzgado negó la protección solicitada al advertir que lo pretendido por el demandante es controvertir a través de este mecanismo preferente y sumario el dictamen emitido por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez y no una simple aclaración y corrección como se extrae del libelo inicial, por lo que debe acudir a la jurisdicción laboral, dado que no se evidencia la ocurrencia de un perjuicio irremediable, pues no se encuentra comprometida la prestación del servicio de salud, ni el pago de incapacidades médicas, de allí que no se advierte la afectación de los derechos a la salud, a la vida o al mínimo vital.
Inconforme con la decisión, la parte actora la impugnó señalando que la actuación de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez vulneró sus derechos fundamentales al debido proceso y a la Seguridad Social en tanto que calificó como de origen común la gonartrosis de rodilla que padece.
Insiste en la procedencia de la acción de tutela debido a que el trámite ordinario resulta ineficaz, pues la justicia laboral se encuentra congestionada y tarda entre tres y cuatro años para definir los asuntos puestos a su consideración, en ambas instancias, por lo que solicita que se revoque la decisión y se ordene a esa entidad que emita un nuevo dictamen que establezca correctamente el origen de las patologías que padece.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

El asunto bajo análisis plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿Procede la acción de tutela para controvertir los dictámenes proferidos por las Juntas de Calificación de Invalidez?
Antes de abordar el interrogante formulado, cabe recordar que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. DE LA PROCEDENCIA PARA CONTROVERTIR DICTAMENES DE PÉRDIDA DE LA CAPACIDAD LABORAL

De manera reiterada se ha pronunciado la Corte Constitucional sobre la improcedencia de la acción de tutela para controvertir dictámenes de calificación de invalidez, pues estima que éstas deben ser resueltas por la jurisdicción laboral, a través de los mecanismos dispuestos por el legislador para tal fin.  
Igual posición comparte la Sala de Casación Laboral, al señalar en la STL3724 de 2014 que:

“(…) una de las principales características de este dispositivo constitucional es su residualidad, que lo convierte en la última herramienta de la que pueda hacer uso la persona para proteger los derechos que cree desconocidos,  presupuesto que aquí no se encuentra satisfecho
En efecto, el señor JAIME ENRIQUE GUTIERREZ DELGADO, fue calificado por la Junta Regional y Nacional de Calificación de Invalidez, sin embargo no está de acuerdo con el porcentaje.

Situación, que con independencia de lo anterior, frente a la decisión tomada, el accionante bien ha podido hacer uso del proceso ordinario correspondiente, hecho que no puede ser pasado por alto en este escenario.

En esas condiciones, no es posible dispensar la protección rogada, pues desde la óptica de los derechos Superiores, no se vulnera derecho alguno, máxime que el accionante, ha omitió adelantar el trámite judicial correspondiente para atacar la decisión que aquí critica”.
2. CASO CONCRETO

En el presente asunto, pretende el actor que a través de éste mecanismo excepcional se ordene a la Junta Nacional de Calificación de Invalidez realizarle una nueva valoración de pérdida de capacidad laboral sin tener en cuenta el antecedente clínico relacionado con la cirugía de rodilla, que no le fue practicada.
Como lo señala la jurisprudencia en cita, el accionante cuenta con un mecanismo idóneo de protección para discutir el dictamen realizado por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, como lo es la acción laboral,  cuya eficacia no puede condicionarse a la agilidad del trámite o a su duración en las respectivas instancia, pues en este caso particular, aparte de no haber sido acreditada la ocurrencia de un perjuicio irremediable, tampoco se advierte una situación especial que obligue la intervención del juez de tutela, pues la parte actora es una persona a la que se le ha calificado con una pérdida de capacidad laboral inferior al 50%, quien cuenta con atención en salud y un mínimo vital.

Pero aun cuando fuera posible abordar el fondo del asunto, es necesario precisar que luego de analizar el dictamen rendido por la Junta Nacional en este asunto, habría que decir que la cirugía de meniscos de rodilla derecha a que se hace alusión en la nota de fecha 25 de diciembre de 2013 dentro de la historia clínica de la ESE Salud Pereira, no es el único argumento utilizado por esa entidad para determinar que la “GONOARTROSIS DE RODILLA DERECHA” padecido por el actor no es de origen laboral, pues también se indica que “la resonancia del 19 de junio de 2015 que reporta Gonartrosis, ruptura horizontal del menisco medial, cambios degenerativos y maceración del cuerpo posterior del menisco lateral, ruptura de ligamento cruzado anterior, (es de anotar que el reporte de esta resonancia esta en nuestro sistema pero el usuario no la ha aportado, en este proceso), se define que la gonoartrosis la presentaba antes del evento, ya que la resonancia fue tomada 15 días después del evento reportado como laboral, antes la cirugía realizada por la ARL o sea que la gonoartrosis encontrada estaba presente antes del evento laboral reportado, muy seguramente secundario a las lesiones de rodilla previos que llevaron a una primera cirugía de rodilla derecha en fecha anterior al evento, pero desconocida por nosotros por la falta de claridad en la información aportada por el usuario” –fl 24-.
Además, la anotación en la que se basa el análisis de la JNCI, corresponde a los antecedes consignados en la historia clínica del actor –CX MENISCOS RODILLA DERECHA”, en una atención brindada en la ESE Salud Pereira el día 25 de diciembre de 2013, más no en el hecho, como lo quiere hacer ver el demandante, de que fue en esa entidad donde se le practicó el procedimiento quirúrgico, pues como él mismo lo prueba, en ésta solo se presta servicios de primer nivel –fl 28-, los cuales no incluyen cirugías.
Respecto a ese registro la calificadora indicó que “esta información no ha sido posible ampliarla por la falta de colaboración del usuario quien ha enviado al (sic) información fraccionada e incompleta” y “es de anotar que ha sido muy difícil la revisión y el análisis del caso ya que el usuario no aporta la totalidad de la historia clínica y no aportado nada relacionado con la artroscopia de rodilla derecha hecha en el pasado”. 

Como puede evidenciarse no existe mérito alguno para reprochar la actuación de la entidad accionada, pues conforme se infiere del dictamen, el mismo fue proferido conforme el análisis efectuado a los documentos e información puestos a su alcance, tornándose imposible por esta vía tomar una decisión que satisfaga las pretensiones del señor Bermúdez Velásquez, pues la discusión se centra en la existencia de antecedentes quirúrgicos en su rodilla derecha antes de la ocurrencia del accidente laboral, controversia que escapa al conocimiento del juez de tutela, ya que su labor no es emitir conceptos técnicos o científicos, sino la protección derechos fundamentales, que en este caso no se observan afectados.
En el anterior orden de ideas, encontrando que no existe mérito para variar la decisión de primer grado, la misma será confirmada.
En virtud de lo dicho, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE

PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el día 20 de noviembre de 2018.
SEGUNDO.- NOTIFICAR a las partes esta decisión por el medio más idóneo.
TERCERO: REMITIR a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.
Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES               ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

DIEGO ANDRÉS MORALES GIRALDO
Secretario
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